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Ibagué - Tolima, 3 de febrero de 2021

Señora
JUEZ CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE IBAGUÉ
E.                                             S. D.

Ref.:
Radicación: 73001-40-03-004-2019-00431-00
Proceso: VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL
Demandantes: JHON ALEXANDER TRIANA RODRIGUEZ
Demandados: COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A.

CONTESTACION DEMANDA

JAIME ARTURO GONZÁLEZ ÁVILA, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía
No. 79.701.653 expedida en Bogotá, domiciliado en la ciudad de Ibagué, de profesión
abogado, portador de la tarjeta profesional No. 175.060 expedida por el Consejo Superior de
la Judicatura, obrando en mi calidad de apoderado judicial de COMPAÑÍA DE SEGUROS
BOLIVAR S.A., mediante este escrito concurro ante su Despacho para contestar dentro del
término legal la DEMANDA instaurada por el señor JHON ALEXANDER TRIANA RODRÍGUEZ
en contra de la sociedad COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A., notificada
personalmente el 15 de diciembre de 2020, iniciando a correr termino para contestar el 16 del
mismo mes y año, en los siguientes términos:

I. PARTES DEL PROCESO

Parte Demandante:

JHON ALEXANDER TRIANA RODRÍGUEZ, persona mayor de edad, identificado con la cédula
de ciudadanía No. 1.110.444.537 expedida en Ibagué y domiciliado en la ciudad de Ibagué.

Parte Demandada:

COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLÍVAR S.A., identificada con Nit. No. 860.002.503-2,
establecimiento con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, D.C., sujeto al control y
vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia, existencia y representación que se
acredita con el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la
Superintendencia Financiera de Colombia que se acompaña al presente escrito, representado
en este caso por su Representante Legal, doctora MARÍA DE LAS MERCEDES IBAÑEZ
CASTILLO, persona mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 39.681.414
expedida en Usaquén y domiciliada en la ciudad de Bogotá, D.C.

Apoderado judicial de Seguros Comerciales Bolívar S.A.:

JAIME ARTURO GONZALEZ AVILA, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía
No. 79.701.653 expedida en Bogotá, domiciliado en la ciudad de Ibagué, de profesión
abogado, portador de la tarjeta profesional No. 175.060 del Consejo Superior de la Judicatura
conforme al poder especial conferido por la doctora MARÍA DE LAS MERCEDES IBAÑEZ
CASTILLO, quien obra en su calidad de Representante Legal, para cuyo efecto solicito se me
reconozca personería para actuar.

II. CONTESTACIÓN A LOS HECHOS DE LA DEMANDA INSTAURADA POR EL
SEÑOR JHON ALEXANDER TRIANA RODRÍGUEZ

Frente al hecho Primero. Es cierto, el demandante, señor JHON ALEXANDER TRIANA
RODRÍGUEZ adquirió el Seguro de Vida Póliza GR-50.000, Certificado Individual de Seguros
de Vida – Grupo No. 1974751, por la suma de $80.000.000 con vigencia desde 26 de mayo
de 2014 hasta 26 de mayo de 2015. Dicha póliza cuenta con las coberturas de vida,
indemnizacion por muerte accidental y beneficios por desmembración e incapacidad total y
permanente.

Frente al hecho Segundo. No es cierto como está redactado., es pertinente aclarar que la
Póliza GR-50.000, Certificado Individual de Seguros de Vida – Grupo No. 1974751, es un
Seguro de Vida de Grupo, que cuenta con un anexo de Indemnización por Muerte Accidental
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y Beneficios por Desmembración y otro anexo por Incapacidad Total y Permanente. El valor
contratado fue de $80.000.000.oo.

Frente al hecho Tercero. A COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A. no le consta lo
afirmado en este hecho por el demandante.

No puede decir si es cierto o no lo que se relata en este hecho, porque COMPAÑÍA DE
SEGUROS BOLIVAR S.A., es absolutamente ajena a las circunstancias fácticas narradas
respecto a la condición de salud de la parte demandante, motivo de valoración médica, razón
por la cual, con relación a las mismas, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso.

Frente al hecho Cuarto. Es cierto, conforme a la documental aportada al proceso, pero debe
aclarase que nos encontramos frente a un Contrato de Seguro que es de carácter privado y
se rige en su totalidad por las normas del Código de Comercio y las Condiciones Especiales
del Contrato al cual la sociedad demandada ha dado estricto cumplimiento, por tal razón no le
son aplicables las normas de derecho laboral y seguridad social.

Frente al hecho Quinto. Es cierto, pero debe precisarse que la reclamación fue presentada
el 10 de noviembre de 2014.

Frente al hecho Sexto. Por contener varios enunciados se contesta así:

6.1. Es cierto, en cuanto a que mediante comunicación DNI-SV-4782385 calendada 6 de
enero de 2015 la sociedad demandada COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A.,
atiende la reclamación negando la misma, por no cumplirse los presupuestos
contractuales.

6.2. No es cierto, en cuanto al tiempo transcurrido para atender la reclamación presentada
por el demandante, señor JHON ALEXANDER TRIANA RODRÍGUEZ, teniendo en
cuenta que la reclamación fue radicada el 10 de noviembre de 2014 y el 28 de
noviembre de 2014, mediante comunicación DNISV-4782385 se informó que la
compañía se encontraba en la búsqueda de las historias clínicas para definir la
reclamación.

Frente al hecho Séptimo. Es parcialmente cierto, se debe aclarar que mediante
comunicación DNISV-R-4782385 de fecha 04 de febrero de 2015 emanada de la dependencia
de Seguros de Vida de la COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A. se indicó:

“El 10 de noviembre de 2014 se recibió reclamación por el anexo de incapacidad total y
permanente del señor Triana Rodríguez, luego de realizar el estudio a la documentación
aportada, con carta DNI SV4782385 del 6 de enero de 2015, se informó la objeción al pago
indemnizatorio por incapacidad parcial, toda vez que el asegurado no cumple con las
condiciones del contrato para acceder al pago indemnizatorio.

El anexo de incapacidad Total y Permanente, dentro de sus condiciones particulares,
estipula:

‘‘CONDICION PRIMERA. -DEFINICION DE INCAPACIDAD TOTAL Y PERMANENTE’’:
Para todos los efectos de este anexo se entiende por incapacidad total y permanente la
sufrida por el asegurado, que haya sido ocasionada y se manifieste estando protegido por
el presente anexo, que produzca lesiones orgánicas o alteraciones funcionales incurables
que de por vida impidan a la persona desempeñar cualquier trabajo remunerativo, siempre
que dicha incapacidad haya existido por un periodo continuo no menor de ciento cincuenta
(150) días y no haya sido provocada por el asegurado.

Estudiada la reclamación y la información médica que reposa en la reclamación junto con
la aportada, se pudo concluir que la causa por la que reclama el Asegurado la incapacita
de manera parcial y no total y permanente, para que haya lugar a la cobertura solicitada,
se deban reunir todos los supuestos del anexo, es decir; incapacidad de 150 días y que
la causa por la que reclama produzca lesiones orgánicas o alteraciones funcionales
que de por vida le impidan desempeñar cualquier trabajo remunerativo y en el caso
en particular no se cumple con dichos criterios. (…)” (Negrilla y subrayado fuera de texto).
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Frente al hecho Octavo. No se trata de un hecho en estricto rigor sino de conclusiones
y juicios de valor esbozados por la parte demandante, razón por la cual, no me asiste el
deber legal de pronunciarme.

Frente al hecho Noveno. Es cierto, que se presentó solicitud el 28 de enero de 2019 de
acuerdo a la documentación que se aportó como pruebas de la demanda. Pero debe aclarase
que no se presentan pruebas de otras solicitudes presentadas para el mismo fin.

III. PRONUNCIAMIENTO A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA
INSTAURADA POR EL SEÑOR JHON ALEXANDER TRIANA RODRIGUEZ

La sociedad COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A. SE OPONE EXPRESAMENTE a
todas y cada una de las pretensiones de la demanda y a que se haga declaración alguna en
su contra por carecer de fundamento jurídicos y facticos y ser infundadas, toda vez que no se
dan los presupuestos legales que soporten sus pretensiones como se demostrará en el curso
del proceso.

IV. SOLICITUD ESPECIAL

Señora Juez, muy respetuosamente le solicito que de encontrar probada la excepción de
PRESCRIPCIÓN ORDINARIA DE LA ACCIÓN QUE SE DERIVAN DEL CONTRATO DE
SEGURO, se dé estricto cumplimiento al numeral 3° del inciso tercero del Artículo 278 del
Código General del Proceso, el cual establece:

“En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total
o parcial, en los siguientes eventos:

1. Cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten, sea por
iniciativa propia o por sugerencia del Juez.

2. Cuando no hubiere pruebas por practicar.

3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la
prescripción extintiva y la carencia de la legitimación en la causa.” (Negrilla y
resaltado fuera de texto).

V. EXCEPCIONES DE MERITO RESPECTO DE LA DEMANDA INSTAURADA
POR EL SEÑOR JHON ALEXANDER TRIANA RODRIGUEZ

PRIMERA EXCEPCIÓN. - PRESCRIPCIÓN ORDINARIA DE LA ACCIÓN QUE SE DERIVAN
DEL CONTRATO DE SEGURO.

Deberá tener en cuenta el Despacho la regulación en materia de prescripción de las acciones
y de los derechos derivados del Contrato de Seguro contempladas en el artículo 1081 del
Código de Comercio que dispone:

“La prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro o de
las disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria.

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el
momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del
hecho que da base a la acción.

La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra todo tipo de
personas y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo
derecho.” (Negrilla y resaltado fuera de texto).

Para el caso que nos ocupa, las acciones que se derivan del Contrato de Seguro de Vida Plan
Creciente GR-50.000, Certificado No. 1974751 se encuentran totalmente prescritas como
pasa a explicarse.
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Deberá tener en cuenta el Despacho que el 5 de noviembre de 2014 el demandante, señor
JHON ALEXANDER TRIANA RODRIGUEZ, fue notificado personalmente de las
conclusiones del Acta de Junta Medico Laboral de Policía No. 286 del 29 de octubre de 2014.

Así las cosas, es claro que el 5 de noviembre de 2014 es la fecha en la cual el demandante,
señor JHON ALEXANDER TRIANA RODRIGUEZ tuvo conocimiento del hecho que da base
para el inicio del proceso que hoy ocupa la atención del Despacho y por ende inicio a correrle
el término de dos años que contempla la prescripción ordinaria.

En cuento a la ocurrencia del siniestro establece el artículo 1072 del Código de Comercio:

“Se denomina siniestro la realización del riesgo asegurado.”

Conforme a lo anterior, el termino con que contaba el demandante, señor JHON ALEXANDER
TRIANA RODRIGUEZ, feneció el 5 de noviembre de 2016 y la demanda que nos ocupa fue
presentada el 27 de septiembre de 2019, es decir, cuatro años, diez meses y veintidós días
después de conocido el hecho que dio base a la acción, como antes se enuncio.

Es importante señalar que los términos establecidos en el Articulo 1081 del Código de
Comercio no se interrumpieron en ningún momento, ya que no fue convocada como requisito
de procedibilidad la audiencia de conciliación extrajudicial de que trata la Ley 640 de 2001.

En un caso similar se manifestó la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 4 de abril de
2013, Exp. 0500131030012004-00457-01, Magistrado Ponente Fernando Giraldo Gutiérrez,
en los siguientes términos:

11.- La posibilidad de reclamar los derechos que concede la ley a los
asociados no es inmutable ni indefinida en el tiempo, en la medida que al
ordenamiento jurídico le repugna la incertidumbre y zozobra que genera la
inactividad de quien, pudiendo acudir a los procedimientos establecidos
para hacerlos efectivos, dilata innecesariamente su ejercicio, en perjuicio del
orden económico y social vigente.

Estas afirmaciones tienen fundamento en el principio de derecho de que no existen
obligaciones irredimibles, pues, ningún beneficio trae para la sociedad la
indeterminación de situaciones que, amparadas en la perennidad, impidan el
acceso a la propiedad y la libertad de empresa, consagrados como principios de
orden constitucional.

Tal es la razón de ser de la prescripción como figura extintiva de las
acciones, que se convierte en una sanción para el titular que omite hacer
efectivas sus reclamaciones dentro de los perentorios plazos del
ordenamiento jurídico, y que, de contera, conlleva un efecto liberador para quien
tenía el deber de responder, permitiéndole disponer de los recursos de su
patrimonio comprometidos en ese propósito.

Sin embargo, el finiquito resultante no es automático y debe ser objeto de
pronunciamiento judicial, dentro de los estrictos parámetros legislativos propios de
la prescripción y que son de orden público, sin que admitan la discrecionalidad o
interpretación interesada y personal de quienes se benefician o perjudican con su
declaratoria, para restarle efectos al transcurso del tiempo como modo extintivo
de su derecho pecuniario.

Al respecto tiene dicho la Sala que “las disposiciones que gobiernan los
fenómenos extintivos de esta naturaleza son normas de estricto carácter
imperativo que no pueden ser modificadas por el acuerdo de las partes. Así, la
Corte reconoce la esencia de orden público de las normas que fijan los plazos de
prescripción, pues considera ‘que estos no pueden ampliarse ni reducirse por
convenio particular tanto cuando se trata de adquisitiva, como de extintiva o
liberatoria (…) Ese carácter de orden público impide, pues que, como sucede con
las normas dispositivas, pueda estipularse en contrario, porque es evidente el
interés del orden social en que este fenómeno sea controlado por la ley’ (G.J. T.
CCVIII, p. 30). En el mismo sentido, la doctrina de vieja data ha logrado consenso
casi unánime sobre la inadmisibilidad de los convenios que tengan como propósito
la ampliación de los límites temporales fijados por la ley, lo cual se predica también
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de las causas de suspensión o interrupción de los términos de prescripción”
(sentencia del 12 de febrero de 2007, exp. 1999-00749).

12.- En el campo de los seguros, el artículo 1081 del Código de Comercio
prevé que:

“La prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro o de las
disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria (…) La
prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el
momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del
hecho que da base a la acción (…) La prescripción extraordinaria será de cinco
años, correrá contra toda clase de personas y empezará a contarse desde el
momento en que nace el respectivo derecho (…) Estos términos no pueden ser
modificados por las partes”.

A pesar de que en la norma se hace alusión a dos especies de prescripción, esto
es, la ordinaria y la extraordinaria, no quiere decir que sean el producto de una
dicotomía irreconciliable, pues, son más los puntos que las unen que los que las
separan.

Es así como ambas se pueden presentar en cualquier clase de discusión originada
en un contrato de seguro y corren frente a todos los titulares del derecho
respectivo, ya se trate del tomador, el beneficiario, la aseguradora o el asegurado.

Lo que las diferencia, en esencia, son dos aspectos puntuales. Uno subjetivo,
relacionado con el conocimiento, real o presunto, que se tenga de la
ocurrencia del siniestro, y el otro objetivo, que tiene que ver con la capacidad
para hacer efectivo el reconocimiento del siniestro y el pago de la
indemnización pretendida, sin que ello impida que corran de modo
simultáneo, como en efecto puede suceder.

De tal manera que, si el legitimado para reclamar es incapaz o se presenta una
demora en enterarse de los “hechos que dan base a la acción”, momento este en
que “nace el respectivo derecho”, lo afecta la prescripción extraordinaria.  Pero
ello no es óbice para que se pueda configurar con antelación la ordinaria, como
en el caso de los menores que alcanzan la mayoría de edad o cuando cesa el
motivo de incapacidad, así mismo, si el retardo en saber sobre la realización del
riesgo asegurado no es muy prolongado.

Recientemente la Corte precisó como características y aspectos determinantes de
la dualidad extintiva del artículo 1080 del estatuto mercantil que “[l]as dos clases
de prescripción son de diferente naturaleza, pues, mientras la ordinaria
depende del conocimiento real o presunto por parte del titular de la
respectiva acción de la ocurrencia del hecho que la genera, lo que la
estructura como subjetiva; la extraordinaria es objetiva, ya que empieza a correr
a partir del surgimiento del derecho, independientemente de que se sepa o no
cuándo aconteció (…) Todas las acciones que surgen del contrato de seguro, o
de las normas legales que lo regulan, pueden prescribir tanto ordinaria, como
extraordinariamente (…) La prescripción extraordinaria corre contra toda clase de
personas, mientras que la ordinaria no opera contra los incapaces (…) El término
de la ordinaria es de sólo dos años y el de la extraordinaria se extiende a cinco,
‘justificándose su ampliación por aquello de que luego de expirado, se entiende
que todas las situación jurídicas han quedado consolidadas y, por contera,
definidas’ (...) Las dos formas de prescripción son independientes y autónomas,
aun cuando pueden transcurrir simultáneamente, adquiriendo materialización
jurídica la primera de ellas que se configure” (sentencia del 18 de diciembre de
2012, exp. 2007-00071).

Con anterioridad, la Sala se pronunció sobre los términos usados en el precepto
materia de análisis para precisar que “las expresiones ‘tener conocimiento del
hecho que da base a la acción’ y ‘desde el momento en que nace el
respectivo derecho’ (utilizadas en su orden por los incisos 2° y 3° del artículo
1081 del C. de Co.) comportan ‘una misma idea’ , esto es, que para el caso allí
tratado no podían tener otra significación distinta que el conocimiento (real o
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presunto) de la ocurrencia del siniestro, o simplemente del acaecimiento de éste,
según el caso, pues como  se aseveró en tal oportunidad ‘El legislador utilizó dos
locuciones distintas para expresar una misma idea’…’. En la misma providencia
esta Sala [sentencia del 3 de mayo de 2000, exp. 5360] concluyó que el
conocimiento real o presunto del siniestro era ‘el punto de partida para
contabilizar el término de prescripción ordinario’, pues, como la Corte dijo en
otra oportunidad , no basta el acaecimiento del hecho que da base a la acción,
sino que por imperativo legal ‘se exige además que el titular del interés haya tenido
conocimiento del mismo efectivamente, o a lo menos, debido conocer este hecho,
momento a partir del cual ese término fatal que puede culminar con la extinción
de la acción ‘empezará a correr’ y no antes, ni después’. En suma, la regla legal
aplicable en casos como el presente, dista radicalmente del planteamiento del
casacionista, pues el conocimiento real o presunto del siniestro por parte del
interesado en demandar, es el hito temporal que debe ser considerado para
que se inicie el conteo de la prescripción ordinaria” (sentencia del 12 de
febrero de 2007, exp. 1999-00749).

En cuanto a la concurrencia que puede presentarse en el cómputo de ambos
términos, resaltó la Corporación que “[e]n punto de su operancia, propio es notar
que las dos formas de prescripción son independientes, amén que autónomas,
aun cuando pueden transcurrir simultáneamente, y que adquiere materialización
jurídica la primera de ellas que se configure. Ahora bien, como la extraordinaria
aplica a toda clase de personas y su término inicia desde cuando nace el
respectivo derecho (objetiva), ella se consolidará siempre y cuando no lo
haya sido antes la ordinaria, según el caso” (sentencia del 29 de junio de 2007,
exp. 1998-04690).

13.- Delimitados como se encuentran los alcances del artículo 1081 del
Código de Comercio, por la percepción que tenga el interesado del suceso que lo
legitima para obrar y la aptitud legal para ser sujeto de los derechos que invoca,
no goza de validez la alegación del censor en el sentido de que el desconocimiento
de la existencia del contrato de seguro, por parte del asegurado, se constituye en
un nuevo motivo para estudiar su situación al amparo de la prescripción
extraordinaria.

Esto por cuanto el Tribunal aplicó el precepto en su sentido natural y obvio, en
clara correspondencia con los precedentes jurisprudenciales de la Sala, al
establecer como principios rectores de su escrutinio el que el accionante, a pesar
de su limitación para desempeñarse laboralmente, es una persona capaz y que
conoció del siniestro desde el momento mismo de su ocurrencia, el 26 de agosto
de 2000, cuando se produjo la calificación de invalidez.

14.- Admitir la argumentación aducida por el recurrente en el sentido de que
la ignorancia de la existencia de la póliza encasilla en la modalidad extintiva
extraordinaria la prosperidad del pleito, significaría una modificación normativa,
que prohíbe precisamente la naturaleza de orden público que le confiere la ley a
la prescripción.

De tal manera que no podía el ad quem hacer caso omiso de la presencia de los
dos elementos que justificaba su estudio por la senda de la prescripción ordinaria,
como lo eran el que desde el momento en que se realizó el riesgo asegurado,
el beneficiario tuvo pleno conocimiento de su condición y que no estaba bajo
ninguna de las circunstancias de incapacidad legal que le impidieran
reclamar la indemnización.

15.- Tampoco es de recibo la manifestación de que se interpretó
erróneamente al principio general del derecho según el cual, en palabras textuales
del impugnante extraordinario, “la ignorancia de las leyes no sirve de excusa”,
consagrado en los artículos 9 del Código Civil y 56 de la Ley 4 de 1913, bajo el
entendido de que “esta regla no puede extenderse para concluir que los abogados
o los jueces deban conocer en todo momento todas las normas jurídicas
promulgadas, so pena de calificarse como culposa la situación de
desconocimiento”.
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Lo anterior, por cuanto el derecho objeto de reclamo en este caso no emana de la
Ley 16 de 1988, sino de un contrato de seguro celebrado en cumplimiento de la
misma, por lo que, a pesar de que se hayan precisado normativamente los
aspectos generales del seguro de vida para los funcionarios de la Rama Judicial,
lo que obliga y compromete a todos los interesados es el acuerdo volitivo
contenido en las cláusulas de la póliza, en la cual se pactó expresamente que todo
hecho que afecte los amparos otorgados “debe ser comunicado a la compañía por
el Tomador o beneficiario dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha del
conocimiento del mismo” (resaltado extraño al texto).

Desconocer un arreglo en tales términos conduciría a aceptar que hay tantos
convenios como asegurados existan, dependiendo de las circunstancias que
rodean el enteramiento del amparo, lo que implicaría una modificación unilateral
de los términos vinculantes, a discreción del tomador, quien es el encargado de
informar a todos los “empleados y funcionarios” que cuentan con esa protección,
sin que en ningún caso se pueda trasladar tal deber a la aseguradora. (Negrilla y
resaltado fuera de texto).

Para el caso bajo examen es claro que el demandante, señor JHON ALEXANDER TRIANA
RODRIGUEZ, tenía pleno conocimiento de la existencia de la Póliza Vida Plan Creciente GR-
50.000, Certificado Individual de Seguros de Vida – Grupo No. 1974751, tenía pleno
conocimiento de su condición y no estaba bajo ninguna de las circunstancias de incapacidad
legal que le impidieran reclamar la indemnización, es tan así que presento reclamación a la
sociedad que represento el 10 de noviembre de 2014 y posteriormente, el 16 de enero de 2015
presento reconsideración a la negación del reconocimiento, circunstancias más que evidentes
del conocimiento que exige la prescripción ordinaria contemplada en el artículo 1081 del
Código de Comercio.

Con lo expuesto anteriormente está plenamente probada la excepción de fondo planteada y le
solicito a la seora Juez declarar su prosperidad.

Solo para el remoto evento en que el Despacho considere que debe analizar la
posición jurídica de la Compañía de Seguros Bolívar S.A, en el presente proceso se

formulan a continuación las siguientes excepciones o medios de defensa.

SEGUNDA EXCEPCIÓN. – NO SE CUMPLEN LAS CONDIONES GENERALES DEL ANEXO
DE INCAPACIDAD TOTAL Y PERMANETEN DE LA PÓLIZA DE SEGUROS VIDA DE
GRUPO.

Para el caso que nos ocupa, tenemos que el demandante, señor JHON ALEXANDER TRIANA
RODRIGUEZ, el pasado 10 de noviembre de 2014 presento reclamación por el anexo de
incapacidad total y permanente consignado en el Certificado Individual de Seguros de Vida –
Grupo No. 1974751, soportando su solicitud en la incapacidad calificada por la Junta Medico
Laboral de la Policía.

Teniendo en cuenta la reclamación presentada por el demandante, señor JHON ALEXANDER
TRIANA RODRIGUEZ, se procedió por parte de COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A.,
a realizar el examen de la documentación anexa a dicha reclamación, por lo que mediante
comunicación DNI-SV-4782385, de fecha 06 de enero de 2015, se pronuncia en los siguientes
términos:

“En atención al reclamo que nos ha presentado para que sea reconocido el valor
asegurado por el anexo de incapacidad total y permanente del asegurado citado
en referencia, al respecto nos permitimos informar que luego de analizar la
documentación remitida, encontramos que no se acredita la incapacidad total y
permanente en los terminos establecidos en la CONDICION PRIMERA del anexo.

“CONDICIÓN PRIMERA. – definición de incapacidad total y permanente.
para todos los efectos de este anexo se entiende por incapacidad total y
permanente la sufrida por el asegurado, que haya sido ocasionada y se



JAIME ARTURO GONZÁLEZ ÁVILA
Abogado Especialista en Derecho Procesal Civil

8

manifieste estando protegido por el presente anexo, que produzca lesiones
orgánicas o alteraciones funcionales incurables que de por vida impidan a
la persona desempeñar cualquier trabajo remunerativo, siempre que dicha
incapacidad haya existido por un periodo continuo no menor de ciento
cincuenta (150) días y no haya sido provocada por el asegurado.

Sin perjuicio de cualquier otra causa de incapacidad total permanente, se
considerará como tal: la pérdida total e irreparable de la visión de ambos ojos, la
amputación de ambas manos o de ambos pies, o de toda una mano o de todo
un pie, eventos en los cuales, para que opere el amparo, no se requerirá que
transcurra el periodo continuo de ciento cincuenta (150) días de incapacidad”
(Negrilla y resaltado fuera de texto).

Inconforme con la decisión adoptada por la hoy demandada, el demandante, señor JHON
ALEXANDER TRIANA RODRIGUEZ, presenta solicitud de reconsideración a la objeción del
pago la cual fue atendida por COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A. mediante
comunicación DNISV-R-4782385, de fecha 04 de febrero de 2015, la cual se adjunta, en la
cual encontramos:

“El 10 de noviembre de 2014 se recibió reclamación por el anexo de incapacidad total y
permanente del señor Triana Rodríguez, luego de realizar el estudio a la documentación
aportada, con carta DNI SV4782385 del 6 de enero de 2015, se informó la objeción al pago
indemnizatorio por incapacidad parcial, toda vez que el asegurado no cumple con las
condiciones del contrato para acceder al pago indemnizatorio.

El anexo de incapacidad Total y Permanente, dentro de sus condiciones particulares,
estipula:

(…)

Estudiada la reclamación y la información médica que reposa en la reclamación junto con
la aportada, se pudo concluir que la causa por la que reclama el Asegurado la incapacita
de manera parcial y no total y permanente, para que haya lugar a la cobertura solicitada,
se deban reunir todos los supuestos del anexo, es decir; incapacidad de 150 días y que
la causa por la que reclama produzca lesiones orgánicas o alteraciones funcionales
que de por vida le impidan desempeñar cualquier trabajo remunerativo y en el caso
en particular no se cumple con dichos criterios.

Ahora bien, en cuanto a lo que manifiesta en el sentido que el asegurado fue calificado con
un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 82.95%, nos permitimos aclarar que
nos encontramos frente a un contrato de seguro que es de carácter privado y se rige
en su totalidad por las normas del Código de Comercio y las condiciones especiales
del contrato por el cual esta Compañía ha dado estricto cumplimiento y no tiene
relacion alguna con las normas de laboral y seguridad social.

Por lo anterior, una calificación de pérdida de capacidad laboral, no coincide en la
definición de la reclamación, como se indicó anteriormente, esta calificación tiene
efectos en el campo de la Seguridad Social, con el objeto de garantizar el amparo de las
contingencias derivadas de la invalidez, mediante el reconocimiento de las pensiones y
prestaciones que se determinan en la ley laboral. En consecuencia, de lo anterior, el
asegurado no ha demostrado que reúne las condiciones del contrato para acceder
al pago indemnizatorio.” (Negrilla y subrayado fuera de texto).

Tenemos entonces que, en el Anexo de Incapacidad Total y Permanente, que por convenio
entre la Compañía y el Tomador hace parte de la Póliza de Vida Grupo o Póliza de Vida de
Grupo en Unidades de Valor Real quedado sujeta a las condiciones particulares de dicho
anexo dentro de las cuales encontramos la Condición Primera que establece:

“CONDICIÓN PRIMERA. DEFINICIÓN DE INCAPACIDAD TOTAL Y
PERMANENTE.
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PARA TODOS LOS EFECTOS DE ESTE ANEXO SE ENTIENDE POR
INCAPACIDAD TOTAL Y PERMANENTE LA SUFRIDA POR EL ASEGURADO,
QUE HAYA SIDO OCASIONADA Y SE MANIFIESTE ESTANDO PROTEGIDO
POR EL PRESENTE ANEXO, QUE PRODUZCA LESIONES ORGÁNICAS O
ALTERACIONES FUNCIONALES INCURABLES QUE DE POR VIDA
IMPIDAN A LA PERSONA DESEMPEÑAR CUALQUIER TRABAJO
REMUNERATIVO, SIEMPRE QUE DICHA INCAPACIDAD HAYA EXISTIDO
POR UN PERIODO CONTINUO NO MENOR DE CIENTO CINCUENTA (150)
DÍAS Y NO HAYA SIDO PROVOCADA POR EL ASEGURADO.

SIN PERJUICIO DE CUALQUIER OTRA CAUSA DE INCAPACIDAD TOTAL
PERMANENTE, SE CONSIDERARÁ COMO TAL: LA PÉRDIDA TOTAL E
IRREPARABLE DE LA VISIÓN DE AMBOS OJOS, LA AMPUTACIÓN DE
AMBAS MANOS O DE AMBOS PIES, O DE TODA UNA MANO O DE TODO
UN PIE, EVENTOS EN LOS CUALES, PARA QUE OPERE EL AMPARO, NO
SE REQUERIRÁ QUE TRANSCURRA EL PERIODO CONTINUO DE CIENTO
CINCUENTA (150) DÍAS DE INCAPACIDAD” (NEGRILLA Y RESALTADO
FUERA DE TEXTO).

Entonces, al referirnos a una incapacidad total y permanente se tiene como tal aquella que
produzca una lesión orgánica o alteración funcional incurable que de por vida impidan
desempeñar cualquier trabajo remuneratorio, siempre que dicha incapacidad haya existido por
un periodo continuo no menor de 150 días.

Teniendo en cuenta que la COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A. realizó un análisis
pormenorizado de la Historia Clínica del demandante, señor JHON ALEXANDER TRIANA
RODRIGUEZ, determino que la enfermedad que reclama solo lo incapacita en forma parcial y
no total, por lo cual puede desempeñar cualquier labor remunerativa, sin cumplir lo
previamente establecido el Anexo de Incapacidad Total y Permanente, motivo más que
suficiente para negar sus solicitudes.

Es claro entonces, que, para acceder a la Indemnización por Incapacidad Total y Permanente,
se deben cumplir con todos los supuestos establecidos en el contrato.

Sobre el particular se manifestó la Corte Constitucional, en sentencia del 3 de febrero de 2017,
Exp. T-5.798.038, Magistrado Ponente Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, en los siguientes
términos:

4. El contrato de seguro de vida grupo deudores

Aunque nuestro Código de Comercio no incorpora una definición exacta del
contrato de seguro, sí menciona una serie de elementos jurídicos principales que
lo caracterizan y permiten configurarlo[6], los cuales se han señalado en el artículo
1036 de la mencionada regulación que, a su vez, fue reformado por el artículo 1°
de la Ley 389 de 1997, a cuyo tenor: “El seguro es un contrato consensual,
bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva”.

Tal regulación se complementa con lo previsto en el artículo 1045 del Código de
Comercio respecto de los elementos esenciales de dicho contrato, que se
enuncian, así: el interés asegurable, el riesgo asegurable, la prima o precio del
seguro y la obligación del asegurador.

Al respecto, cabe tener en cuenta la Sentencia T-086 de 2012, en la que esta
Corte definió las características del contrato de seguro, así:

“Es consensual, en la medida en que se perfecciona y nace con el sólo
consentimiento, desde el momento en que se realiza el acuerdo de voluntades
entre el asegurador y el tomador sobre los elementos esenciales del contrato de
seguros.

Es bilateral, por cuanto las partes se obligan recíprocamente. Genera obligaciones
para las dos partes contratantes: para el tomador, la de pagar la prima, y para el
asegurador, la de asumir el riesgo y, por ende, la de pagar la indemnización si
llega a producirse el evento que la condiciona.
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Es oneroso porque es un contrato que reporta beneficio o utilidad para ambas
partes. El gravamen a cargo del tomador es el del pago de la prima y el del
asegurador es el pago de la prestación asegurada en caso de siniestro.

Es aleatorio por cuanto en el contrato de seguros tanto el asegurado como el
asegurador están sujetos a una contingencia que es la posible ocurrencia del
siniestro. Es de ejecución sucesiva, puesto que las obligaciones a cargo de los
contratantes se van desenvolviendo continuamente hasta su terminación”.

Por otro lado, en los contratos de seguros, la obligación contraída por el
asegurador de pagar al asegurado o al beneficiario, según el caso, la prestación
acordada, está sometida al cumplimiento de una condición suspensiva, cual es la
ocurrencia del siniestro.

En ese sentido, el artículo 1072 del Código de Comercio, señala que siniestro es
la realización del riesgo asegurado, el cual es definido en el artículo 1054 como
un suceso incierto que no depende exclusivamente de la voluntad del tomador,
del asegurado o del beneficiario y cuya realización da origen a la obligación del
asegurador.

Por tanto, para poder determinar el alcance del contrato de seguro, es
necesario remitirse a las cláusulas pactadas en la póliza y los documentos
que la integran, pues esos definen el riesgo amparado, el objeto de
aseguramiento, exclusiones y límites pecuniarios temporales pactados, sin
que sea válido interpretar más allá de lo que su contenido prevé.

Es por ello, que las cláusulas del contrato de seguro deben contener las
condiciones generales y específicas o particulares de la póliza, entendidas
las primeras, como la columna vertebral de la aseguradora y que se aplican
a todos los contratos de un mismo tipo, otorgados por el mismo asegurador
y, las segundas, como aquellas que se elaboran de manera individual y específica
para cada contrato que reflejan la voluntad de los contratantes asegurador y
tomador[7].

Debido a las propiedades de que goza el contrato de seguro, puede decirse que
hace parte de la esfera privada, en tanto que tiene lugar por voluntad de las partes,
por ende, se caracteriza, principalmente, por ser un acuerdo voluntario entre
el tomador y el asegurador.

Por tanto, para que surta efectos, debe haber un estricto apego a la buena fe y a
la claridad de las partes al momento de pactar las cláusulas a las que se ceñirá el
contrato y que permean la voluntad negocial.

Así las cosas, únicamente serán cubiertos los daños ocasionados por los
siniestros determinados en el contrato, es decir, que la obligación de hacer
efectiva la póliza surgirá al momento en que acontezca alguno de los riesgos
que se estipularon en el contrato de seguro. En este sentido, el asegurador
no se encuentra obligado a pagar cualquier tipo de perjuicio que acaezca
sobre el tomador de la póliza, sino solo respecto de aquellos eventos
discriminados y seleccionados por la entidad aseguradora dentro del
contrato estipulado. (Negrilla y Resaltado fuera de texto).

Así las cosas, al no cumplirse a cabalidad las Condiciones Generales de la Póliza de Seguros
de Vida de Grupo, las pretensiones de la demanda están llamadas al fracaso y por tanto la
presente excepción está llamada a prosperar.

TERCERA EXCEPCIÓN. - BUENA FE.

COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A., por intermedio de sus funcionarios, han actuado
de buena fe, con la plena conciencia de no estar perjudicando al demandante ni de estarse
sustrayendo a sus obligaciones legales y contractuales.
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La entidad que represento, ha asumido su posición con lealtad y honradez, porque a juicio de
sus funcionarios en el caso en estudio no le corresponde COMPAÑÍA DE SEGUROS
BOLIVAR S.A.., el reconocimiento y pago de lo reclamado.

La entidad que represento, tiene la convicción de estar actuando sin abusos ni desvirtuaciones
porque su decisión es la consecuencia de un juicioso estudio realizado, no con el ánimo de
negar lo que hoy se le reclama por parte del demandante, sino de ajustarse en todas sus
actuaciones a la ley, que configura la excepción de mérito aquí propuesta, la cual debe ser
declarada por el Despacho, como así se lo solicito a la señora Juez enunciar.

CUARTA EXCEPCIÓN. - GENÉRICA.

Consistente en que todo hecho o circunstancia que resultare probado durante el proceso y
constituya excepción o defensa para mi poderdante frente a las pretensiones, deberá así ser
declarado, conforme al artículo 282 del Código General del Proceso., que establece:

“En cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que
constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la
sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que
deberán alegarse en la contestación de la demanda.” (Negrilla y resaltado fuera
de texto).

Por lo tanto, solicito a la señora Juez que en el evento de encontrar acreditados hechos que
den lugar a la declaratoria de una excepción adicional a las aquí planteadas, se sirva
reconocerla al momento de dictar la sentencia que en derecho corresponda frente a la presente
controversia judicial.

VI. PRUEBAS

Para que sean tenidas como pruebas dentro del proceso, solicito se decreten y practiquen las
siguientes:

1) Interrogatorio de parte:

1.1 Sírvase señor Juez, fijar fecha y hora para que el demandante señor JHON
ALEXANDER TRIANA RODRIGUEZ, absuelva el interrogatorio de parte que le
formularé sobre los hechos de la de la demanda, en audiencia, reservándome el
derecho de entregar pliego cerrado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo
202 del Código General del Proceso.

Con esta prueba me propongo demostrar lo expresado en las excepciones de
mérito contenidas en el presente documento.

2) Documentales:

Solicito se tengan en cuenta los siguientes documentos:

3.1. Aportadas por la parte demandante en la demanda.

Sírvase señor Juez, tener como pruebas de la demanda COMPAÑÍA DE
SEGUROS BOLIVAR S.A., los documentos aportados por la parte demandante
en el escrito de demanda, acápite pruebas documentales.

3.2. Aportadas por la demandada, COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A. con
la contestación de la demanda.

3.2.1. Póliza Seguro Vida Grupo No. 1974751

3.2.2. Condiciones Generales de la Poliza

3.2.3. Declaración Médico Tratante
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3.2.4. Documentos que fueron parte de la Acción de Tutela con Rad. 2015-0037 que
conoció el Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Control de
Garantía de Ibagué.

3.2.5. Historia Clínica Hospital Central de la Policía Nacional

3.2.6. Comunicaciones con las cuales se atendieron las solicitudes del demandante

3.2.7. Carta mediante la cual se informa que el estudio de la reclamación se
encuentra en trámite.

3.2.8. Reclamación presentada por el cliente

VII. ANEXOS

1. Los documentos señalados en el acápite de pruebas.

2. Poder Especial para actuar, otorgado por la Representante Legal como Tercer Suplente
del Presidente de COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A., conferido mediante
mensaje de datos remitido desde la dirección electrónica inscrita para recibir
notificaciones judiciales, notificaciones@segurosbolivar.com

1. Certificados de existencia y representación legal de COMPAÑÍA DE SEGUROS
BOLIVAR S.A. expedido por la Superintendencia Financiera de Colombia.

VIII. NOTIFICACIONES

El representante legal de COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLÍVAR S.A., recibirá notificaciones
en la Carrera 4 No. 10-73  de la ciudad de Ibagué, o en el correo electrónico
notificaciones@segurosbolivar.com.

El suscrito apoderado recibirá notificaciones en la Secretaría de su Despacho, o en mi  Oficina
profesional de abogado, ubicada en la Carrera 3 No. 12-36 Oficina 701 Centro Comercial
Pasaje Real de la ciudad de Ibagué, teléfono móvil 312 5840337, correo electrónico
jaigonzaleza@hotmail.com.

Los demás intervinientes en el proceso las recibirán en las direcciones que obran en el
expediente.

IX. AUTORIZACIÓN

Desde ya autorizo a la doctora DANIELA BIBIANA MARTINEZ PERDOMO, identificada con la
Cédula de Ciudadanía No. 1.110.568.722 expedida en Ibagué, de profesión abogada, portadora
de la Tarjeta Profesional No. 323.130 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, correo
electrónico juridica@jaimegonzalezabogados.com, para que en mi nombre y representación, y
bajo mi absoluta responsabilidad, tenga acceso al expediente, retire oficios y despachos
comisorios, solicite y retire copias simples y autenticadas, solicite y retire certificaciones, presentar
memoriales, trámite notificaciones, reciba desgloses  y las demás que se han inherentes al
correcto desempeño de su labor.

Sírvase señora Juez reconocerme personería y darle curso a la presente contestación de
demanda.

De la Señora Juez,

JAIME ARTURO GONZALEZ AVILA
C.C. No. 79.701.653 de Bogotá
T.P. No.  175.060 del C.S.J.
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el numeral 10 del artículo 11.2.1.4.59 del Decreto
1848 del 15 de noviembre del 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLIVAR S.A. también podrá girar bajo la denominación
"SEGUROS BOLÍVAR S.A.".

NATURALEZA JURÍDICA: Sociedad Comercial Anónima De Carácter Privado. Entidad sometida al control y
vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 3592 del 05 de diciembre de 1939 de la Notaría 4 de
BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
Escritura Pública No 757 del 12 de abril de 2004 de la Notaría 7 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
Escritura Pública No 1043 del 15 de mayo de 2007 de la Notaría 7 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  La
sociedad tendrá su domicilio principal en Bogotá
Resolución S.F.C. No 2169 del 12 de diciembre de 2007  La Superintendencia Financiera de Colombia aprueba
la escisión de Seguros Bolívar S.A., Seguros Comerciales Bolívar S.A. y Capitalizadora Bolívar S.A., se crearán
tres nuevas sociedades beneficiarias a saber: INVERSIONES BOLÍVAR S.A., (beneficiaria de Seguros Bolívar
S.A.), INVERCOMERCIALES S.A., (beneficiaria de Seguros Comerciales Bolívar S.A.), y INVERCAPI S.A.
(beneficiaria de Capitalizadora Bolívar S.A.) protocolizada mediante Escritura Pública 3261 del 19 de diciembre
de 2007 Notaria Séptima de Bogotá D.C., aclarada con Escritura Pública 3274 del 20 de diciembre de 2007
Notaria Séptima de Bogotá D.C.
Resolución S.F.C. No 1260 del 24 de septiembre de 2019  ,no objetar la adquisición con fines de absorción
(fusión) del 100% de las acciones de Liberty Seguros de Vida S.A. por parte la Compañía de Seguros Bolívar
S.A., por las razones expuestas en la parte motiva de la presente resolución, protocolizada mediante Escritura
Pública  1855 del 31 de octubre de 2019 Notaria 65 de Bogotá D.C.

AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 458 del 25 de junio de 1940

REPRESENTACIÓN LEGAL: Presidentes y suplentes. La sociedad tendrá un Presidente que será
reemplazado en sus faltas absolutas, temporales o accidentales, por uno de cuatro (4) suplentes quienes
ejercerán la representación Legal de la Sociedad. No obstante lo anterior, la Junta Directiva podrá designar
Representantes Legales para adelantar funciones judiciales. Es decir para actuar ante las Autoridades
Jurisdiccionales. Serán elegidos por la Junta Directiva para períodos de un (1) año y podrán ser reelegidos
indefinidamente, lo que se entenderá surtido, si la Junta Directiva no manifiesta lo contrario. Así mismo podrán
ser revocados en cualquier tiempo, sí la Junta directiva así lo determina. Representación legal. La
representación legal de la Sociedad, su dirección y administración estará a cargo del Presidente de la
Compañía o de sus suplentes cuando hagan sus veces, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo anterior
y dentro de las normas de los estatutos y de las que adopte la Asamblea General y la Junta Directiva. No
podrán desempeñarse como administradores o directivos quienes tengan la calidad de socios o
administradores de Sociedades intermediarias de seguros o quienes sean administradores de otra entidad
aseguradora que explote los mismos ramos de negocios, así como cualquier otra persona frente a quien se
presente inhabilidad o incompatibilidad prevista en la Ley.  Funciones del Presidente de la Sociedad,

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 3795862459734822

Generado el 04 de febrero de  2021 a las 12:47:08

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co
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corresponde al Presidente de la Sociedad: a) Representar a la Sociedad como persona jurídica; b) Ejecutar y
hacer ejecutar todas las operaciones comprendidas dentro del objeto social, sujetándose a los estatutos, a las
resoluciones de la Asamblea General de Accionistas de la Junta Directiva y a las normas aplicables a la
Sociedad; c) Constituir mandatarios y apoderados que obran a sus órdenes y representen a la Sociedad.
Adicionalmente, podrán delimitar las funciones de los Representantes Legales de las Sucursales en virtud de lo
dispuesto por el Artículo 114 del Código de Comercio, así como las de los Representantes Legales para
adelantar funciones judiciales: d) Celebrar o ejecutar todos los actos y contratos comprendidos dentro del
objeto social de acuerdo con sus atribuciones legales estatutarias y las que le confieran la Asamblea General y
la Junta Directiva; e) Presentar a la Junta Directiva y con más de quince (15) días hábiles por lo menos de
anticipación a la próxima reunión ordinaria de la Asamblea General de Accionistas, el balance, las cuentas, el
inventario y la liquidación de los negocios, con un proyecto de distribución de utilidades y un informe sobre la
marcha de la Compañía; f) Nombrar o remover todos los empleados y funcionarios de la Compañía cuyo
nombramiento no corresponda a la Junta Directiva o a la Asamblea General de Accionistas; g) Convocar a la
Junta Directiva a sesiones ordinarias y extraordinarias y mantenerla al corriente de los negocios sociales, h)
Nombrar árbitros y componedores; i) Presentar a la Junta Directiva la proposición de nombramientos o
remoción de gerentes de sucursales; j) Suscribir las actas junto con el Secretario General, en el caso de
reuniones no presenciales de Asamblea y Junta Directiva, las cuales deberán elaborarse y asentarse en el libro
respectivo, dentro de los treinta días siguientes a aquel en que ocurrió el acuerdo; k) Realizar los esfuerzos
conducentes al adecuado desarrollo del objeto social; l) Velar porque se permita la adecuada realización de las
funciones encomendadas a la Revisoría Fiscal; m) Guardar y proteger la reserva industrial y comercial de la
Sociedad; n) Abstenerse de utilizar indebidamente información privilegiada; o) Dar un trato equitativo a todos
los Accionistas y respetar el ejercicio del derecho de inspección de todos ellos; p) Velar por el estricto
cumplimiento de las disposiciones legales o estatutarias; q) Abstenerse de participar por si o por interpuesta
persona en interés personal o de terceros, en actividades que impliquen competencia con la Sociedad o en
actos respecto de los cuales exista conflictos de interés, salvo autorización expresa de la Asamblea General de
Accionistas y velar porque no se presenten conflictos de interés en decisiones que tengan que tomar los
Accionistas, Directores, Administradores y en general los funcionarios de la Sociedad. En todo caso la
autorización de la Asamblea General de Accionistas sólo podrá otorgarse cuando el acto no perjudique los
intereses de la Sociedad; r) Ejercer las demás funciones que le asignen o deleguen la Asamblea General de
Accionistas o la Junta Directiva. (Escritura Pública 0606 del 14 de abril de 2015 Notaria 65 de Bogotá)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Javier José Suárez Esparragoza
Fecha de inicio del cargo: 13/04/2015

CC - 80418827 Presidente

David Leonardo 0tero Bahamon
Fecha de inicio del cargo: 13/02/2020

CC - 91514879 Primer Suplente del Presidente

Sandra Isabel Sánchez Suarez
Fecha de inicio del cargo: 18/06/2015

CC - 51710260 Segundo Suplente del Presidente

María De Las Mercedes Ibáñez Castillo
Fecha de inicio del cargo: 09/08/1994

CC - 39681414 Tercer Suplente del Presidente

Claudia Marcela Sánchez Rubio
Fecha de inicio del cargo: 20/02/2020

CC - 65745726 Cuarto Suplente del Presidente

Juan Fernando Parra Roldán
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2014

CC - 79690071 Representante Legal para
adelantar funciones
Exclusivamente Judiciales

Elsa Magdalena Pardo Rey
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2014

CC - 21068659 Representante Legal para
adelantar funciones
Exclusivamente Judiciales
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Hernando Fabiano Ramírez Rojas
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2018

CC - 79911703 Representante Legal para
adelantar funciones
Exclusivamente Judiciales

Sergio Vladimir Ospina Colmenares
Fecha de inicio del cargo: 14/01/2020

CC - 79517528 Representante Legal para
adelantar funciones
Exclusivamente Judiciales

Elsa Neriza Barajas Villamizar
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2014

CC - 51710155 Representante Legal para
adelantar funciones
Exclusivamente Judiciales

Gloria Yazmine Breton Mejía
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2014

CC - 51689883 Representante Legal para
adelantar funciones
Exclusivamente Judiciales

Daniel Alberto Tocarruncho Mantilla
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2018

CC - 7173298 Representante Legal para
Efectos Exclusivamente
Judiciales

RAMOS: Resolución S.B. No 5148 del 31 de diciembre de 1991 accidentes personales, colectivo de vida, vida
grupo, educativo, pensiones, salud, vida individual.
Resolución S.B. No 1006 del 30 de mayo de 1994 seguros previsionales de invalidez y sobrevivencia
Resolución S.B. No 1174 del 17 de junio de 1994 seguro de pensiones ley 100
Resolución S.B. No 2511 del 18 de noviembre de 1994 riesgos profesionales (Ley 1562 del 11 de julio de 2012,
modifica la denominación por la de Riesgos Laborales).
Circular Externa No 052 del 20 de diciembre de 2002 el ramo de pensiones de jubilación se comercializará bajo
el nombre de pensiones voluntarias (Cancelado por Resolución S.B. Nro. 128 del 16/02/2004).
Resolución S.F.C. No 1417 del 24 de agosto de 2011 se revoca la autorización concedida a Compañía de
Seguros Bolívar S.A., para operar los ramos de Colectivo de vida y Educativo

MÓNICA ANDRADE VALENCIA
SECRETARIO GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 3795862459734822

Generado el 04 de febrero de  2021 a las 12:47:08

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co

Página 3 de 3



































ITP – GRUPO
CARLOS CHALA
GERENCIA MEDICA 09/07/2019 8:53
1. DATOS DEL ASEGURADO
CONSECUTIVO 4782385
ASEGURADO TRIANA JHON ALEXANDER 

EDAD 28 AÑOS

2. FECHAS IMPORTANTES A TENER EN CUENTA

INGRESO A LA POLIZA OBSERVACIONES  fecha de ingreso: 26-05-2014

INICIO SINTOMAS/CONSULTO AL MEDICO DA  20 DE JULIO DE  2014

FECHA DE DIAGNOSTICO DE LA ENFERMEDAD INDETERMINADO

FECHA DEL SINIESTRO 10/11/2014

3. ANTECEDENTES
3A. ¿SE ENCONTRARON ANTECEDENTES MEDICOS
ANTERIOR A LA TOMA DE LA POLIZA? 

SOSPECHA 

3B. ¿DESDE QUE FECHA? --

3C. ¿HABIA RECIBIDO TRATAMIENTO MEDICO? ---

3D.  ¿DE  CONOCER  ESTOS  ANTECEDENTES  ¿SE
HUBIERA   EXTRAPRIMADO  DESDE  EL  PUNTO  DE
VISTA MEDICO?

--

3E. ¿EN QUE PORCENTAJE? --

4. CLAUSULADO DE ITP

4A. CAUSA DE ITP:

HIPOACUSIA  NEUROSENSORIAL LEVE BILATERAL
SINDROME  DE  TUNEL  DEL  CARPO   BILATERAL
MODERADO 
DM 

4B. CODIGO: 
4C. CALIFICACION DE JUNTA DE PCL (PORCENTAJE) 82.95%  JUNTA MILITAR

4D. FECHA DE ESTRUCTURACION JUNTA DE PCL: ---

4E.  ¿PRESENTA  LESIONES  ORGANICAS  Y/O
ALTERACIONES FUNCIONALES INCURABLES? SI
4F.  ¿ESTAS  LESIONES  O  ALTERACIONES  SON  DE
POR VIDA? SI
4G.  ¿PUEDE  DESEMPEÑAR  CUALQUIER  TRABAJO
REMUNERATIVO? SI
4.H  ¿PRESENTA  AMPUTACION  DE  ALGUNA
EXTREMIDAD,  Y/O   PERDIDA  DE  LA  VISION  EN
AMBOS OJOS?

--

5.ADICIONALES
5A. ¿SE NECESITA INVESTIGAR HISTORIA CLINICA? SI
5B.  ¿SE NECESITAN INFORMES DE SUS MEDICOS
TRATANTES? NO

5C. ¿SE NECESITA ALGUN OTRO DOCUMENTO?  NO
OBSERVACIONES

 SEGÚN JUNTA MILITAR EL ASEGURADO  TIENE
UNA  INCAPACIDAD  PARA  EL  SERVCICO
PERMANENTE PARCIAL:   APTO 

DMT: DECLARACION DE MEDICO TRATANTE

DA: DECLARACION DE ASEGURABILIDAD
HC: HISTORIA CLINICA 

CONCEPTO MEDICO  DADO A PARTIR  DE LOS DOCUMENTOS APORTADOS A  LA COMPAÑIA
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